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A U T O Nº 102/20 
 
 En LOGROÑO, a veintidós de septiembre de dos mil  veinte. 
 
 

 ANTECEDENTES DE HECHO 
 

PRIMERO.- Por el Letrado de los Servicios Jurídicos de la Comunidad 

Autónoma de  La Rioja, en la representación que ostenta en virtud de lo dispuesto en 

el artículo 551.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial se 

presentó   escrito por el que se interesaba lo siguiente: “que, habiendo por 

presentado este escrito, con los documentos adjuntos, lo admita, y, en su virtud, 

ratifique las medidas expuestas ut supra del Acuerdo de Gobierno de 1 de 

septiembre de 2020, modificado el 7 de septiembre de 2020. 

SEGUNDO.- Dado traslado de la solicitud y expediente acompañado al 

Ministerio Fiscal,  quien informó favorablemente en los términos que se han reflejado 

en el expediente. 

TERCERO.- Dada la naturaleza de los acuerdos adoptado por el Consejo de 

Gobierno de 1 y de 7 de septiembre de 2020 se dio traslado a la CAR y al Ministerio 

Público para que informaran sobre el carácter materialmente normativo de las 

“medidas sanitarias” adoptadas en ambos, evacuando el traslado conferido en los 

términos que se reflejan en las actuaciones.  
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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PRIMERO.- De conformidad con lo que ha quedado expuesto en el anterior 

relato de hechos, por la Administración   sanitaria se ha interesado de este órgano 

judicial, al que por turno de reparto le ha correspondido el conocimiento del asunto 

correspondiente, la autorización para la ratificación de las medidas sanitarias 

previstas en los siguientes acuerdos adoptados por el corregimiento gubernativo 

autonómico:  

1.- El Acuerdo del Consejo de Gobierno de 1 de septiembre por el que se 
dictan nuevas medidas de prevención e higiene para hacer frente a la crisis 
sanitaria ocasionada por la COVID-19, se refunden, aclaran y armonizan las 
acordadas con anterioridad, y se transponen las actuaciones coordinadas en 
salud pública frente a la gripe (BOR de 2 de septiembre de 2020).  

1.1.- Se acompaña como documento nº 1 certificado del meritado Acuerdo.  

2.- El Acuerdo de Consejo de Gobierno de 7 de septiembre por el que se 
modifican las medidas de prevención e higiene antes citadas (BOR de 8 de 

septiembre de 2020).  

2.1.- Se acompaña como documento nº 2 certificado del indicado Acuerdo.

 SEGUNDO.-  1.- La ratificación de este extenso breviario de medidas 

sanitarias adoptadas por el máximo órgano del gobierno autonómico se solicita de 

conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 8.6 de la LJCA, 

según redacción dada por la Disposición Adicional decimocuarta de la Ley Orgánica 

19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 

julio, del Poder Judicial. 

1.1.- El citado precepto establece que: “Asimismo, corresponderá a los 

Juzgados de lo Contencioso-administrativo la autorización o ratificación judicial de 

las medidas que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la 

salud pública e impliquen privación o restricción de la libertad o de otro derecho 

fundamental”, siendo que conforme al indicado precepto la competencia para 

resolver acerca de la petición que ha dado lugar a la formación de las presentes 

actuaciones corresponde, prima facie,  a los Juzgados de lo Contencioso-

administrativo.   

 2.- El Tribunal Constitucional ha señalado en una consolidada  doctrina que, 

ante la solicitud de autorización judicial a los órganos del orden jurisdiccional 
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contencioso administrativo, el Juez debe comprobar la legalidad de la resolución que 

se le presente, si se encuentra fundada en Derecho, si ha sido dictada por órgano 

competente, si está correcta y debidamente individualizada la persona o entidad que 

ha soportar la ejecución forzosa del acto administrativo, en este caso para la 

protección de la salud individual y pública, si esta requiere efectivamente la adopción 

de la medida solicitada y, por último, que se produzca sin más restricciones que las 

estrictamente necesarias para conseguir el fin legítimo previsto por el ordenamiento 

administrativo.  

2.2.-Según el Tribunal Constitucional «[l]a garantía judicial aparece, así como 

un mecanismo de orden preventivo, destinado a proteger el derecho, y no —como 

en otras intervenciones judiciales previstas en la Constitución— a reparar su 

violación cuando se produzca. La resolución judicial, pues, aparece como el método 

para decidir, en casos de colisión de valores e intereses constitucionales (…). Se 

trata, por tanto, de encomendar a un órgano jurisdiccional que realice una 

ponderación previa de intereses (…)».STC 160/1991, de 18 de julio, FJ 8.º (rec. 

amparo: 831/1988). 

 TERCERO.-   1.- Con esa finalidad ha de someterse las medidas que sean 

“urgentes y necesarias” respecto a la salud pública que conlleven “privación o 

UeVWUicciyn de la libeUWad o de oWUo deUecho fXndamenWal´. 

1.1.- Esto es,  concretas órdenes de policía sanitaria, decisiones 

administrativas singulares que “afecten a personas concretas o eventualmente a un 

grupo o grupos que sean susceptibles de identificación  

 2.- Para ello la petición que interesa la autoridad sanitaria debe acompañarse 

de la documentación precisa atendiendo a la medida adoptada y a la  solicitud 

articulada, ora de ratificación hora de autorización, pero que comprenda al menos los 

siguientes extremos: 

 1º Concreción de la medida adoptada sobre la que se proyecta la solicitud 

justificando, si es una autoridad sanitaria la que la ha adoptado, la existencia de 

razones de urgencia y necesidad para la salud pública. Si no fuera así, es decir si la 

medida no ha sido adoptada por una autoridad sanitaria, deberá acompañarse la 

justificación de la autoridad sanitaria sobre la urgencia y necesidad en la aplicación 

de la medida. 
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 2º Sujeto o sujetos concretos que se ven afectados por la aplicación de la 

medida identificando a los mismos y señalando, siempre que este dato se conozca, 

la posición que al respecto mantienen en relación con la ejecución de la medida 

adoptada.  

 3º Si lo que se solicita del órgano judicial es la ratificación de la medida, hay 

que acreditar el resultado de su ejecución y, de manera especial, las personas que 

han resultado afectadas por la misma y la posición que mantienen respecto a su 

resultado.  

 4º Identificación de la libertad o derecho fundamental que se puede ver 

afectado por la medida adoptada señalando la incidencia que tiene en lo que se 

refiere a la privación o restricción de esa libertad o derecho fundamental.  

 5º Se acompañará de toda la documentación que pueda servir para fundar lo 

solicitado y de la que disponga la administración especialmente informes médicos 

principales y todos aquellos que permitan valorar la proporcionalidad de la medida.   

   Si el órgano judicial no tiene los datos suficientes para decidir lo solicitado 

debe rechazarlo. Nada impide, y ello será conveniente salvo que las razones de 

urgencia lo hagan incompatible, que se pueda requerir al representante de la 

Administración solicitante que se aporte determinada documentación necesaria para 

decidir sobre lo solicitado.  

En cualquier caso, la falta o insuficiencia de documentación o la no atención 

del requerimiento, si es que se ha hecho, deben resolverse rechazando lo solicitado, 

sin perjuicio de que esa solicitud pueda reiterarse nuevamente. No se considera 

procedente una decisión de inadmisión de la solicitud al no existir causa legal que lo 

permita a lo que hay que añadir que es carga del solicitante acreditar lo necesario 

para que el órgano judicial pueda decidir sobre el fondo. 

 6º Las medidas tienen que tener un grado de concreción suficiente. Las 

medidas a aplicar, así como la valoración de su necesidad y urgencia para la salud 

pública, deben tener la concreción suficiente, especialmente en lo que se refiere a 

los sujetos afectados, de manera que éstos deben estar singularmente identificados 

o, cuando ello no sea posible, ser determinables a posteriori. Solamente así se 

puede determinar la existencia de derechos fundamentales que puedan verse 

afectados.  
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 CUARTO.- SOBRE LOS ACUERDOS DEL CONSEJO DE GOBIERNO DE 
LA CAR DE 1 Y 7 DE SEPTIEMBRE DE 2020. 

  
1.-En el caso que nos ocupa los Acuerdos del Consejo de Gobierno 

adoptados en sesiones de 1 y del 7 de septiembre de 2020, publicados en el BOR 

del 2 y del 8 de septiembre, respectivamente, establecen un catálogo de medidas de 

orden sanitario que afectan a toda una serie de actividades.  

2.- De modo sucinto: 

I.- Del Acuerdo del Consejo de Gobierno de 1 de septiembre. 

1.- Contemplan las medias Segunda y tercera (Obligatoriedad y excepciones del uso de 

mascarillas), la cuarta (Utilización y disposición de geles hidroalcohólicos), la quinta (medidas de 

higiene exigibles a diversas actividades); la sexta (Medidas relativas a Centros, servicios y 

establecimientos, sociosanitarios y de Servicios Sociales), la séptima (Cribados con PCR en grupos 

específicos), la novena (recomendaciones). 

2.- Añade el Titulo II Limitaciones de aforo y medidas de prevención generales y específicas 

por sectores. Y así la medida décima y undécima establece   limitaciones en reuniones sociales, que 

podrán limitarse en razón a la situación epidemiológica.  

3.- Establece la medida duodécima del acuerdo, por sectores, determinadas limitaciones 

específicas. 

3.1.-  Así la medida Duodécima agrupa una serie de restricciones en: 1) Velatorios y entierros; 
2) Lugares de culto, 3) Ceremonias nupciales y otras celebraciones religiosas o civiles; 4) 
Establecimientos y locales comerciales minoristas y de actividades de servicios profesionales abiertos 
al público, mercadillos y parques comerciales; 5) Condiciones para la prestación del servicio en los 
establecimientos de hostelería, restauración, bares, cafeterías, sociedades gastronómicas o recreativo-
culturales donde se produzcan servicios de restauración; 6) Locales y establecimientos en los que se 
desarrollen actividades de juegos y apuestas; 7)  Discotecas y resto de establecimientos de ocio 
nocturno; 8) Locales de tipo 'chamizos', 'cuartos', 'bajeras' o similares; 9) Consumo de alcohol y de 
tabaco no autorizado en espacios públicos o abiertos al público; 10) Zonas comunes de hoteles y 
alojamientos turísticos; 11) Albergues turísticos; 12) Transporte; 13) 13 Bibliotecas; 14) Archivos; 15) 
Museos, salas de exposiciones, monumentos y otros equipamientos culturales; 16) Cines, teatros, 
auditorios, circos de carpa y espacios similares, así como de los recintos al aire libre y de otros locales 
y establecimientos destinados a actos y espectáculos culturales; 17) Plazas de toros, recintos e 
instalaciones taurinas; 18) Actividades en academias, autoescuelas y centros privados de enseñanza 
no reglada, centros de formación y similares, tanto públicas como privadas; 19) Actividad física y 
deportiva al aire libre, 20) Instalaciones y centros deportivos no federados; 21) Práctica de la actividad 
deportiva federada de competencia autonómica; 22) Celebración de eventos deportivos; 23) Asistencia 
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de público en instalaciones deportivas; 24) Parques infantiles; 25) Piscinas: 26) actividad cinegética; 
27) Pesca recreativa; 28) Turismo activo y de naturaleza, centros de interpretación y similares; 29) 
Celebración de congresos, encuentros, reuniones de negocio, conferencias y eventos; 30) Actividades 
de tiempo libre dirigidas a la población infantil y juvenil; 31) Fiestas patronales, verbenas, otros eventos 
populares y atracciones en recintos feriales; 32) Prostíbulos; 33) establecimientos con reserva de plaza 
o asignación de hora y puerta de acceso; 34) eventos multitudinarios. 

4.- Además de lo indicado el Acuerdo establece una serie de actuaciones coordinadas de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley 16/2003 de 20 de mayo de cohesión y calidad en el 
Sistema Nacional de Salud, en relación con los grupos de población a vacunar frente a la gripe en la 
temporada 2020/21, que lo serán los acordados por la Comisión de Salud Pública del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud celebrada el 5 de mayo de 2020; el comienzo de la 
campaña de vacunación y su orden de prelación  

II.- Del Acuerdo del Consejo de Gobierno de 7 de septiembre de 2020.  

1.-Se modifican y actualizan algunas de las medidas previamente adoptadas singularmente en 
lo relativo a la medida duodécima. 

2.-  Se da una nueva redacción más restrictiva, en general, y concretada en 1) 1 Velatorios y 
entierros; 2) 'Lugares de culto'; 3)  Ceremonias nupciales y otras celebraciones religiosas o civiles; 5) 
Condiciones para la prestación del servicio en los establecimientos de hostelería, restauración, bares, 
cafeterías, sociedades gastronómicas o recreativo-culturales donde se produzcan servicios de 
restauración; 6) 'Locales y establecimientos en los que se desarrollen actividades de juegos y 
apuestas'; 7)  Discotecas y resto de establecimientos de ocio nocturno; 15) Museos, salas de 
exposiciones, monumentos y otros equipamientos culturales; 17) Plazas de toros, recintos e 
instalaciones taurinas; 18) Actividades en academias, autoescuelas y centros privados de enseñanza 
no reglada, centros de formación y similares, tanto públicas como privadas; 19)  Ejercicio físico y 
Deporte al aire libre; 20) Instalaciones y centros deportivos no federados; 21) Práctica de la actividad 
deportiva federada de competencia autonómica; 22) Celebración de eventos deportivos; 23) Asistencia 
de público en instalaciones deportivas; 25) Piscinas; 29) Celebración de congresos, encuentros, 
reuniones de negocio, conferencias y eventos; 30) Actividades de tiempo libre dirigidas a la población 
infantil y juvenil 

 

 

 QUINTO.- FUNDAMENTO LEGAL DE LA POTESTAD DE INTERVENCIÓN 
SANITARIA-   
  

 1.- Las potestades administrativas que justifican estas medidas de privación o 

restricción de la libertad o de otro derecho fundamental de los ciudadanos se 

encuentran legitimadas, inicialmente, por el artículo 43 de la Constitución Española 
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que, tras reconocer el derecho a la salud, precisa en su apartado segundo: 

“Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de 

medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La Ley 

establecerá los derechos y deberes de todos al respecto”. 

2.- El desarrollo básico de este principio constitucional rector de la política 

social del Estado, se encuentra diseminado en diversos textos legales que integran 

un “grupo normativo sanitario”. Podemos señalar que existe un “grupo normativo 

sanitario” ordinario y otro derivado de la declaración del estado de alarma por el 

Gobierno. 

2.1.- Así entre otras,  en la Ley Orgánica 3/1986, de 14 abril, sobre Medidas 

Especiales en Materia de Salud Pública y en la Ley 14/1986, de 25 abril, General de 

Sanidad (LGS),  dictadas en virtud de la atribución competencial reconocida en el 

artículo149.1.16ª de la CE de 1978 a favor del Estado, sin perjuicio del ámbito 

competencial que en materia de sanidad e higiene efectúa el artículo 148.1.21ª a las 

Comunidades Autónomas. 

 2.2.- En el caso de la CAR se concreta en la Ley 2/2002, de 17 de Abril, de 

Salud.  

2.3.- El fenecido estado de alarma, como es notorio,  añadía un mando único 

del Estado, según el artículo 9 de la LOEAES, que permitía declarar y dotar de 

eficacia supraautonómica a las medidas sanitarias que se entendieron precisas 

como consecuencia de la Pandemia del COVID-19 y que ha establecido toda una 

serie de disposiciones en el período que se ha conocido- 

 3.- No es este el cauce para determinar si medidas como las adoptadas por 

los Acuerdos del Consejo de Gobierno son o no solo posibles en el marco de un 

estado de alarma, como se ha sostenido doctrinalmente. 

 3.1.- Las medidas sanitarias ordinarias y extraordinarias, bien al contrario, 

derivan de lo dispuesto en el artículo 2 y concordantes  de la LO 3/1986, que supone 

una cláusula general de habilitación del derecho de policía sanitario a la autoridad 

sanitaria competente.  

 3.2.- En virtud de esa cláusula general de habilitación, la administración 

sanitaria actuante puede dictar “reglamentos de necesidad” para  cuya elaboración 

no se haya tenido que acudir al procedimiento de elaboración de disposiciones 
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generales,  con los solos “límites de los límites” de los derechos fundamentales, en 

su caso, afectados, que ha de observarse a luz del principio de proporcionalidad y 

ponderando los interés públicos y privados concurrentes. 

 4.- Empero no hay que soterrar el hecho de que la autoridad sanitaria 

competente ordinariamente en nuestro sistema constitucional es la Comunidad 

Autónoma correspondiente, sin perjuicio de las funciones reservadas a la AGE para 

la cohesión del sistema nacional de salud. 

 

SEXTO.- 1.- En efecto, la autoridad sanitaria ordinaria, en nuestro sistema 

constitucional, es   la comunidad autónoma competente.  

1.1.- Conviene precisarlo dada la distorsión que en el debate público se ha 

mantenido, interesada o desinteresadamente. 

1.2.- Esa titularidad competencial, ni sobre otros servicios sociales o 

asistenciales además directamente vinculados con la actividad sanitaria, se ha 

modificado como consecuencia de la declaración del estado de alarma. 

2.- Como decíamos es el “grupo normativo sanitario” el que habilita en estas 

circunstancias de urgencia y necesidad la adopción, por parte de la autoridad 

sanitaria ordinaria competente en cada Comunidad Autónoma, las disposiciones 

normativas de necesidad, las medidas singulares o que afecten a una pluralidad de 

destinatarios que puedan ser conocidos o ser susceptibles de identificación en 

aquellos supuestos en los que concurran determinadas razones o situaciones de 

urgencia y necesidad. 

 

3.-  Las medidas ordinarias  se desgranan en la legislación sanitaria. Así el 

artículo 1 de la LGS de 1986 acota su ámbito de actuación al señalar que “ 
La presente Ley tiene por objeto la regulación general de todas las acciones que permitan hacer efectivo el 

derecho a la protecciyn de la salud reconocido en el arttculo 43 \ concordantes de la Constituciyn («)´. 
3.1.- El art. 25 de la LGS establece que  
“1. La exigencia de autorizaciones sanitarias, así como la obligación de someter a registro por razones sanitarias 

a las empresas o productos, serán establecidas reglamentariamente, tomando como base lo dispuesto en la presente ley, 
así como lo establecido en la Ley General de Salud Pública.   

2. Las autorizaciones sanitarias y los registros obligatorios que se establezcan, en virtud de la habilitación prevista 
en el apartado 1 del presente artículo, deberán cumplir las condiciones siguientes:   

a) No resultarán discriminatorios ni directa ni indirectamente en función de la nacionalidad o, por lo que se refiere a 
sociedades, por razón de ubicación del domicilio social.   

b) Deberán estar justificados en la protección de la salud pública.   
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c) Se cuidará que el régimen que se establezca sea el instrumento adecuado para garantizar la consecución del 
objetivo de protección de la salud pública, y no vaya más allá de lo necesario para conseguirlo, así como que no pueda 
sustituirse por otras medidas menos restrictivas que permitan obtener el mismo resultado.   

d) Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones o registros a los que se refiere esta ley 
deberán ser claros e inequívocos, objetivos, transparentes, proporcionados al objetivo de protección de la salud pública y 
darse a conocer con antelación.    

3. Deberán establecerse, asimismo, prohibiciones y requisitos mínimos para el uso y tráfico de los bienes, cuando 
supongan un riesgo o daño para la salud.   

4. Cuando la actividad desarrollada tenga una repercusión excepcional y negativa en la salud de los ciudadanos, 
las Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes podrán decretar la intervención administrativa 
pertinente, con el objeto de eliminar aquélla. La intervención sanitaria no tendrá más objetivo que la eliminación de los 
riesgos para la salud colectiva \ cesari tan pronto como aqupllos queden e[cluidos´.   

  

3.2.- Por su parte, el art. 26 de la LGS dispone que: 
 “1. En caso de que exista o se sospeche razonablemente la existencia de un riesgo inminente y extraordinario 

para la salud, las autoridades sanitarias adoptarán las medidas preventivas que estimen pertinentes, tales como la 
incautación o inmovilización de productos, suspensión del ejercicio de actividades, cierres de Empresas o de sus 
instalaciones, intervención de medios materiales y personales y cuantas otras consideren sanitariamente justificadas. 2. La 
duración de las medidas a que se refiere el apartado anterior, que se fijarán para cada caso, sin perjuicio de las prórrogas 
sucesivas acordadas por resoluciones motivadas, no excederá de lo que exija la situación de riesgo inminente y 
e[traordinario que las justificy´.  

 
4.- Cierra este sistema el artículo 54 de la Ley General de Salud Pública que 

habilita para adoptar “con carácter excepcional y cuando así lo requieran motivos de 

extraordinaria gravedad o urgencia, (...) cuantas medidas sean necesarias para 

aVegXUaU el cXmSlimienWo de la le\´. 

4.1.- Establece en sus apartados 1 y 2 lo siguiente  

 ³1. Sin perjuicio de las medidas previstas en la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de 
Medidas Especiales en Materia de Salud Pública, con carácter excepcional y cuando así lo requieran 
motivos de extraordinaria gravedad o urgencia, la Administración General del Estado y las de las 
comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
podrán adoptar cuantas medidas sean necesarias para asegurar el cumplimiento de la ley. 2. En 
particular, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, la 
autoridad competente podrá adoptar, mediante resolución motivada, las siguientes medidas: a) La 
inmovilización y, si procede, el decomiso de productos y sustancias; b) La intervención de medios 
materiales o personales; c) El cierre preventivo de las instalaciones, establecimientos, servicios e 
industrias; d) La suspensión del ejercicio de actividades; e) La determinación de condiciones previas en 
cualquier fase de la fabricación o comercialización de productos y sustancias, así como del 
funcionamiento de las instalaciones, establecimientos, servicios e industrias a que se refiere esta ley, 
con la finalidad de corregir las deficiencias detectadas; f) Cualquier otra medida ajustada a la legalidad 
vigente si existen indicios racionales de riesgo para la salud incluida la suspensión de actuaciones de 
acuerdo a lo establecido en el Tttulo II de esta le\´. 
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 5.-  Las medidas sanitarias, cuando concurren los presupuestos establecidos, 

“razones sanitarias de urgencia y necesidad” quedan habilitadas por la Ley Orgánica 

3/1986, de 4 abril, sobre Medidas Especiales en Materia de Salud pública.  

5.1.- Su carácter orgánico viene impuesto por la incidencia que  tales medidas 

sanitarias que sea preciso adoptar puedan tener en algunas libertades personales y 

derechos fundamentales. En ella se pretende proteger la salud pública y prevenir su 

pérdida y deterioro, y con este objetivo se habilita a las autoridades sanitarias de las 

distintas Administraciones Públicas para que, dentro del ámbito de sus 

competencias, adopten las medidas previstas en la misma cuando así lo exijan 

razones sanitarias de urgencia o necesidad, como es el caso de la Pandemia 

COVID-19.  

5.1.1.- Del mismo modo que en el escenario descrito por Cipolla, ¿Quién 

rompió las rejas de Monte Lupo”, la realidad de la pandemia provocada por el 

COVID-19 ha causado esa situación de emergencia sanitaria que no exige acudir, en 

su origen y propagación, a ninguna causalidad diabólica – en el sentido de Poliakov- 

y ante que las autoridades sanitarias han de actuar introduciendo medidas de 

confinamiento, aislamiento, rastreo y de todo tipo en materia de salud pública en una 

ciudadanía refractaria a las meras recomendaciones sanitarias. 

5.2.- En concreto, en el artículo segundo se establece:  
“Las autoridades sanitarias competentes podrán adoptar medidas de reconocimiento, tratamiento, hospitalización 

o control cuando se aprecien indicios racionales que permitan suponer la existencia de peligro para la salud de la población 
debido a la situación sanitaria concreta de una persona o grupo de personas o por las condiciones sanitarias en que se 
desarrolle una actividad´.  

 
5.3.- Y el artículo tercero recoge el carácter abierto de estas medido, exigible 

y legitimadas por la defensa de la salud pública del siguiente modo: 

 “Con el fin de controlar las enfermedades transmisibles, la autoridad sanitaria, además de 
realizar las acciones preventivas generales, podrá adoptar las medidas oportunas para el control de los 
enfermos, de las personas que estén o hayan estado en contacto con los mismos y del medio ambiente 
inmediaWo, aVt como laV qXe Ve conVideren neceVariaV en caVo de rieVgo de caricWer WranVmiVible´.  

 
5.4.- Por tanto, habilita la adopción de medidas sanitarias que pueden 

articularse como disposiciones generales, reglamentos de necesidad, o 
decisiones singulares o relativas a grupo o grupos de personas.  
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6.-  Hijo del estado de alarma y de sus consecuencias, se dictó el Real 

Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención 

y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 

que establece las medidas sanitarias precisas en el escenario posterior a la vigencia 

del Estado de Alarma declarado por el RD 463/2020. 

6.1.- Se ha dictado en el marco de que se ha denominado el Plan para la 

transición hacia una nueva normalidad, y reitera a cada CCAA como autoridad 

sanitaria ordinaria en el ámbito de sus funciones de vigilancia, inspección y control 

del correcto cumplimiento de las medidas establecidas en la norma (art 3). 

6.2.- Su artículo 4 dispone: 

 
³Todos los ciudadanos deberin adoptar las medidas necesarias para evitar la generaciyn de 

riesgos de propagación de la enfermedad COVID-19, así como la propia exposición a dichos riesgos, 
con arreglo a lo que se establece en este real decreto-ley. Dicho deber de cautela y protección será 
igualmente exigible a los titulares de cualquier actividad regulada en este real decreto-le\´.  

 

6.3.- La disposición ya establece determinadas obligaciones y cargas de 

policía sanitaria en su capítulo II (Medidas de Prevención e Higiene) y establece un 

régimen singular de habilitación a las administraciones competentes para dictar 

“medidas sanitarias” que afecten al normal desarrollo y a la actividad cotidiana de 

todo tipo de centros y establecimientos. Así  en materia de centros y servicios 

sociosanitarios (art. 8), centros docentes (art.9), servicios sociales (art. 10), 

establecimientos comerciales (art.11), Hoteles y establecimientos turísticos (art. 12), 

actividades de hostelería y restauración (art. 13), equipamientos culturales, 

espectáculos públicos y otras actividades recreativas (art. 14), instalaciones para las 

actividades y competiciones deportivas (art. 15), otros sectores de la actividad 

(art.16), en materia de transportes públicos de viajeros (art.17).  

6.4.- Su  Capítulo IV se dedica al régimen de detección precoz, control de 

fuentes de infección y vigilancia epidemiológica. 

7.-  De las actuaciones coordinadas y las órdenes comunicadas. 
7.1.- Amen de las medidas estipuladas y habilitadas,  en el artículo 65 de la 

Ley 16/2003 de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, según la dicción 

del precepto dada por el RD-Ley 21/2020 de 9 de junio, que se adoptan en el seno 

del Consejo Interterritorial de Salud, determinadas medidas que, adoptadas en su 
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seno, vinculan a las CC.AA. sin perjuicio de su modulación en cada ámbito territorial 

por la autoridad sanitaria competente. Son un mecanismo de coordinación para 

“para “responder a situaciones de especial riesgo o alarma para la salud pública” 

(art. 65.2).  

7.2.- Se denominan actuaciones coordinadas del Estado y de las 

Comunidades Autónomas, y adoptan la veste de órdenes comunicadas adoptadas 

en el mismo. 

7.2.- Esas órdenes comunicadas adoptadas en el seno del Consejo 

Interterritorial de Salud han sido objeto, también, de controversia y de relevantes 

críticas jurídicas por la doctrina administrativista, dado que se trata de disposiciones 

o directrices que vinculan a cada una de las Comunidades Autónomas, que las 

adaptan y publican para cada ámbito territorial y devienen exigibles para el conjunto  

de su ciudadanía respectiva. 

7.4.- Así por ejemplo,  repasando el “corpus” de los Acuerdos del Consejo de 

Gobierno de 1 y de 7 de septiembre, algunas regulaciones que se adoptan, así,  

entre otras cosas, la campaña de vacunación, son  consecuencia de las 

denominadas órdenes comunicadas. 

8.- En suma los preceptos espigados y agavillados correspondientes a ese 

“grupo normativo sanitario”, tanto el “ordinario” cuanto el de urgencia derivado de la 

Pandemia del COVID 19, permiten a las autoridades sanitarias autonómicas 

competentes, en el marco de sus competencias, adoptar diversas medidas de 

naturaleza sanitaria. 

8.1.- Esas medidas sanitarias pueden ser de carácter general y universal o 

acotadas a un determinado espacio territorial dentro de la CAR. 

8.2.- Pueden establecer y prescribir medidas, de prevención general y 

especial, así como de tratamiento y actuación, en materia sanitaria cuando lo exijan 

circunstancias que pongan en riesgo la salud pública.  

8.3.- Esas medidas sanitarias pueden adoptarse bajo la forma de una 

disposición general, de una orden policía sanitaria individual o referida a una 

pluralidad de destinatarios atendiendo a las circunstancias concurrentes. 

8.4.- Sea como fuere el nomen iuris o su naturaleza, normativa o decisoria”, 

tales medidas sanitarias están sujetas a un control judicial. Así ha declarado la 
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doctrina legal que “cuando tales medidas puedan afectar al ámbito de derechos 

fundamentales y libertades, se exige el control judicial, que actúa en estos casos en 

función de garantía en los términos del artículo 117.4 de la Constitución Española, 

siendo, así, que únicamente en los ámbitos sanitarios indicados y cuando se trate de 

medidas urgentes y neceVaUiaV SaUa la SUeVeUYaciyn de la ValXd SXblica la 

AdminiVWUaciyn SodUi̧ acWXaU limiWando deUechoV fXndamenWaleV o libeUWadeV S~blicaV 

individuales, debiendo acudir posteriormente a la jurisdicción contencioso-

administrativa para que esta controle por vía de ratificación el conjunto de las que 

hayan sido tomadas (Auto AJCA, Contencioso sección 10 del 19 de agosto de 

2020 de Valencia (ROJ: AJCA 48/2020 - ECLI:ES:JCA:2020:48ª, Ponente 

Marcos Marco Abato). 
8.5.- Empero el artículo 8.6 de la LJCA regula la competencia objetiva para 

estas medidas de carácter decisorio, no normativo. 

8.6.- Otra interpretación alteraría no solo el sistema de fuentes sino la 

competencia objetiva de este Juzgado que por vía de “autorización o ratificación” de 

este cauce, conocería, con los efectos de su pérdida de vigencia o abrogación, de 

disposiciones normativas autonómicas o locales para cuyo enjuiciamiento no es 

competente (ex articula 8 y 10 de la LJCA). Y desde el sistema de fuentes se estaría 

quebrando el principio de reserva de jurisdicción y separación de funciones o 

poderes, constitucionalmente consagrado, al erigirse esa “autorización o ratificación” 

en una suerte de control de tutela preventivo por la autoridad judicial en el ejercicio 

de la potestad normativa o reglamentaria que corresponde ex constitutione, a la 

Administración pública competente, algo ajeno a nuestro sistema constitucional y 

alejado de los ecos de la Marsellesa, que como describiera el maestro GARCÍA DE 

ENTERRÍA configuran la función de este orden jurisdiccional desde sus incipientes 

albores. 

  
 SÉPTIMO.- La autoridad sanitaria ordinaria en la CAR. 
1- En el ámbito concreto de nuestra Comunidad Autónoma el art. 68 de la Ley 

2/2002, de 17 de abril, de Salud señala que: 
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 “En el ámbito de sus respectivas competencias, tienen el carácter de 
autoridad sanitaria el Gobierno de La Rioja, el titular de la Consejería competente en 
materia de salud, así como los órganos de la misma que se determinen; y los 
alcaldes, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y en la legiVlaciyn de Upgimen local´. 

 
2.-   El art. 5.2.3., apartado a) del Decreto 45/2020, de 3 de septiembre, por el 

que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Salud y sus funciones en 

desarrollo de la Ley 3/2003, de 3 de marzo, dispone que al Director General de 

Salud Pública, Consumo y Cuidados, bajo la dirección del Titular de la Consejería y 

de acuerdo con las directrices emanadas del Gobierno, le corresponde el ejercicio de 

la autoridad sanitaria en los términos previstos en las disposiciones vigentes.  

3.- En resumen, los preceptos mencionados habilitan a las autoridades 

sanitarias para adoptar diversas medidas, de prevención general y especial, así 

como de tratamiento y actuación, en materia sanitaria cuando lo exijan 

circunstancias que pongan en riesgo la salud pública. Y, como se ha dejado indicado 

más arriba, tales medidas pueden afectar al ámbito de derechos fundamentales y 

libertades en cuyo caso se exige el control judicial como garantía en los términos del 

art. 117.4 CE.  

 

OCTAVO.- OBJETO DE LA RATIFICACIÓN INTERESADA 
 

1.- Como queda indicado se ha sometido a ratificación por el cauce del 

artículo 8.6.2 de la LJCA los Acuerdos del Consejo de Gobierno de 1 y del 7 de 
septiembre de 2020 a los que nos hemos referido supra, 

1.1.-  Los dos acuerdos del Consejo de Gobierno han sido objeto de 

publicación en el BOR correspondiente a los días 2 y 7 de septiembre de 2020 

respectivamente. 

2.-Siguiendo con lo declarado en el Auto del Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo número 10 de Valencia:  
 Nos encontramos pues con que la ratificación de medidas sanitarias constituye un procedimiento de cognición 

limitada tanto por su objeto que deberá ceñirse a aquellas actuaciones que teniendo carácter imperativo, y no meramente 
indicativo, impliquen afectación de derechos fundamentales como por los aspectos restringidos a los que debe ceñirse el 
juicio de legalidad y proporcionalidad que abarcarán la competencia del órgano administrativo para actuar, la justificación de 
las razones de necesidad y urgencia, la adecuación de las medidas a la finalidad que las justifica, la prevención y 
proyección de la salud pública como finalidad exclusiva de su adopción, y la razonabilidad de las mismas, evitando 
sacrificios innecesarios para las libertades y derechos.  
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2.- Impugnabilidad. Junto a ello no debe obviarse que está limitación revisora coexiste con la plena disponibilidad 
impugnatoria que tienen los afectados por las medidas adoptadas que podrán reaccionar jurisdiccionalmente contra las 
mismas interponiendo los recursos contencioso-administrativos que tuvieran por pertinentes y en ellos plantear las medidas 
cautelares que estimen precisas para evitar perjuicios de difícil o imposible reparación en su esfera de intereses personales 
o colectivos ante el  Juzgado o Tribunal que sea competente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 y ss. de la 
LJCA. 
  

 3.- Dada la generalidad de las medidas ha sido adoptado por Acuerdo del 

Consejo de Gobierno. Nos encontramos ante un supuesto en el que la doctrina 

científica y académica más autorizada ha calificado como actos materialmente 

normativos que se presentan bajo la veste de medidas sanitarias exigidas por la 

situación de emergencia sanitaria conocida hija de la pandemia del COVID-19. En 

esta situación derivada inicialmente del estado de alarma y en la actualidad de la 

adopción por parte de las CCAA de las medidas sanitarias precisas en cada ámbito 

de su competencia territorial, que perpetúan una cierta vía comisaria por razón de la 

urgencia sanitaria. 

 NOVENO.-  1.- Analizados los Acuerdos adoptados por el Consejo de 

Gobierno de la CAR en las sesiones indicadas, tienen una clara naturaleza 

normativa.  Las  medidas se configuran  como un acto ordinamental, no como un 

acto ordenado, por acudir a uno de los criteria de distinción entre norma 

reglamentaria y acto administrativo incluso plúrimo. 

1.1.- Son, además, medidas que se adoptan bajo la veste de acuerdo de 

Consejo de Gobierno pero que materialmente se erigen como  un reglamento de 

necesidad habilitado por la normativa sanitaria a la que nos hemos referido. 

2.- Con carácter general, además, no es función ordinara de esta jurisdicción 

ratificar o autorizar como requisito de eficacia el ejercicio de la potestad normativa de 

la Administración Pública (art. 106.1 CE de 1978) so pena de quebrar el principio de 

reserva de jurisdicción y de separación de funciones o poderes.  

3.- En efecto el control judicial al que se refiere el artículo 8.6.2 de la LJCA en 

primer término no es un control jurisdiccional sobre la validez de las medidas, que se 

tornaría además de difícil encaje dado que por vía de esta “ratificación” se estaría 

controlando actos y/o disposiciones normativas para los que este juzgado no 
era competente para conocer en un recurso directo contra el acto o 
disposición (ex articulo 8 y 10 de la LJCA).  
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3.1.- Repárese que como ha señalado la doctrina administrativista 
 La ratificación judicial tiene más que ver con las otras dos autorizaciones que regula el 

mismo art. 8.6 LJCA: entrada en domicilios u otros espacios privados para la ejecución forzosa de un 
acto administrativo (apartado 1); y entrada en oficinas para inspección de la Comisión Nacional de 
[los Mercados y] la Competencia (apartado 2). En ambos casos, el Juzgado no controla la validez de 
la actuación administrativa (ni el acto necesitado de ejecución forzosa, ni el acuerdo de inspección). 
Simplemente garantiza que la afección instrumental a derechos constitucionales (a la inviolabilidad 
del domicilio, de intimidad, e incluso de propiedad) sea la mínima posible. Lo peculiar de las medidas 
sanitarias, respecto de las otras dos que regula el art. 8.6. LJCA,  está en que el control judicial se 
proyecta inmediatamente sobre la decisión administrativa, no sobre su ejecución. Esto es, el Juzgado 
controla la medida sanitaria, no la afección a derechos fundamentales en su ejecución. Ahora bien, 
siendo esta una diferencia real e importante, una comprensión sistemática del art. 8.6.2 LJCA, en 
relación con los otros dos controles judiciales, lleva a concluir que también para las medidas 
sanitarias el control judicial es, en realidad, un control determinante de la eficacia de las medidas 
sanitarias (no de su validez) (VELASCO CABALLERO) 
  

 3.2.- La reciente reforma de los artículos 8, 10 y 11 de la LJCA llevada a cabo 

por la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para 

hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia (BOE  19 de 

septiembre de 2020), tiene una clara virtud: que al margen del debate sobre el 

nomen iuris y la naturaleza jurídica de las medidas sanitarias adoptadas por cada 

Comunidad Autónoma, atribuye el control de las denominadas “medidas generales” 

a la correspondiente Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ, quien es el juez 

ordinario para conocer de los recursos directos tanto contra los reglamentos 

autonómicos (de necesidad, o de ejecución o autónomos) cuanto de los actos 

adoptados por acuerdo del consejo de Gobierno correspondiente.  

4.-  Recapitulando lo ya señalado, cabe señalar que el juez de lo contencioso-

administrativo por el cauce del artículo 8.6 de la LJCA no deviene en un “coWiWXlaU´ de 

la potestad reglamentaria, ni su función ratificadora o autorizatoria es un control de 

tutela que condicione la eficacia de una disposición normativa, o en su caso, de la no 

ratificación se concluya la pérdida de vigencia o incluso su derogación. 
4.1.- Las disposiciones materialmente normativas no se someten a ratificación 

judicial. Los acuerdos autonómicos constituyen reglamentos de necesidad que no se 

someten, ni pueden someterse a ratificación. 

4.2.- Se trata de un reglamento de necesidad que la Administración 

autonómica ha adoptado para hacer frente a una situación extraordinaria de 

excepcional gravedad y urgencia” como es la pandemia de la COVID 19.  
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4.3.- Como tal reglamento de necesidad, es de carácter excepcional y distinto 

de los reglamentos ejecutivos, y por tiempo determinado, adoptado, no en desarrollo 

de una Ley, sino en uso de las facultades que el “grupo normativo sanitario” – 

ordinario y derivado del estado de alarma- concede al Gobierno  y al Gobierno de 

cada una de las CCAA en el ámbito de sus competencias sanitarias para hacer 

frente a la situación que planteaba  la situación sanitaria existente   (vide STS de 12 

de julio de 1993. Ar. 1993/6191). 

4.4.- El juez por el cauce del artículo 8.6 de la LJCA no ratifica ni autoriza el 

ejercicio del poder reglamentario de necesidad habilitado por la legislación sanitaria 

a la que hemos hecho referencia; sino en su caso, cuando el obligado no ejecute 

voluntariamente una orden de policía sanitaria o mandato individualizado cuya 

ejecución puede llevar aparejada compulsión sobre las personas,  y que puede 

afectar o suponer una medida restrictiva o aflictiva de derechos. 

5.- No procede, en consecuencia, que, por la CAR en el ejercicio de su 

potestad normativa de necesidad, acuda, como ha recalcado la doctrina 

administrativista:  
 a la jurisdicción contencioso-administrativa en solicitud de “ratificación” del producto 

normativo, aquí de corte reglamentario, surgido del ejercicio de aquel poder normativo. La presencia 

de derechos fundamentales eventualmente afectados por la aplicación de sus previsiones no es razón 

para pretender hallar la cobertura de una sedicente ratificación en el párrafo segundo del apartado 6 

del artículo 8 LJCA. La autorización/ratificación judicial consagrada en el referido precepto se 

contempla en relación a “medidas” [calificadas como “urgentes y necesarias”] respecto de la “salud 

pública” que “impliquen privación o restricción de la libertad o de otro derecho fundamental”, esto es, 

decisiones [administrativas] “singulares” que afecten a personas concretas con carácter ya individual 

o, eventualmente, colectivo.  La ratificación impetrada se traduce, pura y llanamente, en hacer 

partícipe a la jurisdicción del ejercicio de la potestad normativa, vale decir, en hacer caso omiso de la 

“separación de poderes” como pilar del Estado de Derecho. (…)   En suma: la “resolución” de la 

meritada solicitud de “ratificación” de una norma reglamentaria supone un notorio e inconcuso exceso 

en el ejercicio de la jurisdicción (ALEGRE AVILA). 

6.- Como tal disposición normativa, además, es competencia objetiva de la 

Sala de lo contencioso-administrativo, como por demás, ha venido a corregir, aun 

cuando de modo incompleto la reforma del artículo 8, 10,  y 11 de la LJCA llevada a 

cabo por la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas 

para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia (BOE  
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19 de septiembre de 2020), que no estaba en vigor en el momento de formularse 

esta petición. 

 

DÉCIMO.-1.- Procede, en consecuencia, declarar la inadmisión de la 
petición de ratificación de los acuerdos del consejo de Gobierno de 1 y de 7 de 
septiembre de 2020 por tratarse del ejercicio de la potestad normativa de 
necesidad habilitada por la legislación sanitaria a la que hemos hecho 
referencia en el corpus de este Auto. 

2.- Por tanto, como toda disposición normativa no está sujeta su eficacia 
ni su validez a ratificación judicial alguna, sin perjuicio de su impugnación por 
los cauces generales que establece la LJCA. 
 
  
 En atención a todo lo expuesto, 
   
PARTE DISPOSITIVA 
 
 ACUERDO:  
 

PRIMERO.- 1.- Inadmitir la petición de ratificación de los acuerdos de 1 y 
de 7 de septiembre de 2020 adoptados por el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja por tratarse del ejercicio de la potestad 
normativa de necesidad habilitada por la legislación sanitaria. 
 
  - Notificar esta resolución al solicitante del 
internamiento, y al Ministerio Fiscal.  
 
 
 - Unir certificación literal al recurso y el original al 
libro registro correspondiente. 
 
 
MODO DE IMPUGNACIÓN: 
Recurso de apelación en un solo efecto en el plazo de QUINCE 
DÍAS, a contar desde el siguiente al de su notificación, ante 
este Órgano Judicial. (art. 80.1 c) de la LJCA). 
 
 Conforme a lo dispuesto en la Disposición Adicional 
Decimoquinta de la LOPJ, para la interposición del recurso de 
apelación deberá constituirse un depósito de 50 euros en la 
Cuenta de Depósitos y Consignaciones de este órgano judicial, 
abierta en la Entidad Bancaria   BANCO DE SANTANDER, Sucursal 
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, Cuenta nº 2247.0000.85.0205.20 debiendo indicar en el campo 
concepto, la indicación recurso seguida del Código "-- 
Contencioso-Apelación". Si el ingreso se hace mediante 
transferencia bancaria deberá incluir tras la cuenta referida, 
separados por un espacio con la indicación "recurso" seguida 
del "código -- contencioso-Apelación". Si efectuare diversos 
pagos en la misma cuenta deberá especificar un ingreso por 
cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la 
misma o distinta clase, indicando en el campo de observaciones 
la fecha de la resolución recurrida utilizando el formato 
dd/mm/aaaa. Quedan exentos de su abono en todo caso, el 
Ministerio Fiscal, el Estado, las Comunidades Autónomas, las 
Entidades Locales y los Organismos Autónomos dependientes, 
debiéndose acreditar, en su caso, la concesión de la justicia 
gratuita. 
 
 Añade el apartado 8 de la D.A. 15ª que en todos los 
supuestos de estimación total o parcial del recurso, el fallo 
dispondrá la devolución de la totalidad del depósito, una vez 
firme la resolución. 
 
 
 Lo acuerda y firma el Ilmo. Sr. D. CARLOS COELLO MARTIN 
MAGISTRADO-JUEZ del JDO. CONTENCIOSO/ADMTVO. N. 1 de LOGROÑO. 
Doy fe.  
 
EL MAGISTRADO-JUEZ  LA LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
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